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PRÓLOGO

Esta obra realiza un interesante análisis de los temas de mayor actualidad en materia
de procedimiento administrativo, cauce formal por donde transitan el interés público y
el de los particulares, y cuya rica problemática no se ha agotado pese a la longevidad de
la institución, tras el amplio rodaje de la vieja Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Procedimiento Administrativo Común, seguido de la década de vigencia de la Ley
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo que constituye el eje de
reflexión, profundización y fecunda aportación de la presente obra.

Sus autores, magistrados y magistradas especialistas de lo contencioso-administra-
tivo, materializan con esta obra colectiva, por segunda vez y empleando un formato
similar al anterior, uno de los fines fundacionales que hicieron nacer a la Asociación de
Magistrados Especialistas de lo Contencioso-Administrativo (AMECA): contribuir al
mejor conocimiento y divulgación del Derecho Administrativo y Tributario, así como
de los valores constitucionales.

Con dicha asociación, de la que me honro en formar parte como magistrada espe-
cialista de lo contencioso-administrativo, comparto esa necesidad de difundir el mejor
conocimiento del Derecho. En efecto, para la debida impartición de una justicia de
calidad resulta fundamental garantizar la formación y especialización de los jueces en las
materias que así lo exigen. La permanente renovación del ordenamiento jurídico exige
un constante esfuerzo para mantener los conocimientos actualizados, lo que se presenta
con especial intensidad en el campo del Derecho Administrativo. Esta obra, aunque
tiene una vocación pedagógica más amplia, sirve generosa y eficazmente a esa finalidad,
motivo por el que aplaudo la iniciativa y felicito sinceramente a todos sus autores.

Después de la obra inicial «77 aspectos esenciales del proceso contencioso-admi-
nistrativo», que tuvo su génesis en el congreso de la AMECA celebrado en Granada en
junio de 2023, parecía natural, de acuerdo con las enseñanzas de Derecho Administra-
tivo que hemos recibido, dedicar el siguiente volumen al procedimiento administrativo.
Así lo consideró la Asamblea General de la asociación, reunida con ocasión de las jor-
nadas que tuvieron lugar en octubre de 2024 en Valencia, al decidir el comienzo de los



trabajos preparatorios de esta recopilación ordenada de los temas más relevantes en
materia de actividad administrativa.

Este libro toma como eje el procedimiento administrativo para extenderse en una
problemática mucho más amplia que la puramente procedimental. En torno a esa noción
central se aglutina una variada serie de materias que versan sobre la actividad formalizada
de la Administración, tal y como resulta del contenido de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas,
que constituye su guía. El procedimiento no puede concebirse sino en atención a sus
presupuestos y finalidad. Se halla, también, en una íntima conexión con instituciones
como la de acto administrativo, la disposición general o el silencio, que resultan del
mismo procedimiento. Finalmente, su estudio comprende el de las categorías de validez,
eficacia y control de esos resultados por medio de los recursos administrativos y del
contencioso-administrativo.

Por eso, el primer acierto de esta obra se encuentra en su estructura sistemática y en
la selección de las cuestiones que trata. En una materia tan amplia como la que concierne
a la actividad administrativa, el objetivo perseguido no puede ser, ni mucho menos,
agotar de modo exhaustivo su exposición. Por el contrario, fácilmente se puede constatar
que se han escogido aquí solo los temas considerados esenciales de acuerdo con los
criterios de actualidad y practicidad. Quiero expresar mi reconocimiento por la exce-
lente labor desarrollada al respecto por los coordinadores de la obra, los compañeros
José Ramón Chaves García y María Prendes Valle.

Formalmente, la obra se divide en siete partes. Sin embargo, el estudio sistemático
del procedimiento y de las cuestiones más problemáticas que plantea la actividad admi-
nistrativa, que incluye, como anticipaba, los actos y los recursos administrativos, se
aborda tomando como eje la distinción de cinco elementos configuradores —subjetivos,
objetivos, formales, temporales y sustantivos—, para examinar después los aspectos rela-
tivos a validez y eficacia jurídica y, finalmente, destacar las singularidades más relevantes
de determinados procedimientos típicos.

En este manual, como se apuntaba anteriormente, los elementos del procedimiento
administrativo se integran en cinco categorías: i) los elementos subjetivos, materia en la
que se tratan aspectos como la externalización del procedimiento, la colaboración de
sujetos que no ostentan la condición de funcionario público así como la abstención y
recusación; ii) elementos objetivos, entre los que se analiza la temática relativa a la
documentación y acceso al expediente y a la prueba, su práctica y valoración, con espe-
cial referencia al empleo de nuevas tecnologías; iii) elementos formales, que incluyen la
iniciación y tramitación del procedimiento, abordándose aspectos cruciales como el
alcance de los derechos del denunciante, la subsanación, la pasividad de la Administra-
ción (inactividad y desestimación presunta) o las consecuencias de la falta del trámite de
audiencia, entre otras muchas; iv) elementos temporales, bajo cuyo título se examina el
cómputo de los plazos, la prescripción y la caducidad; y v) elementos sustantivos, en
que se plantean cuestiones que conciernen a la motivación, la vinculación de la Admi-
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nistración a sus propios actos y la terminación del procedimiento, con particular inci-
dencia en el silencio administrativo.

La que podemos considerar como segunda parte, bajo el título efectividad jurídica, se
refiere a la validez, los recursos administrativos y la eficacia de los actos administrativos.
En materia de validez, se tratan las cuestiones relativas a subsanación, convalidación,
rectificación de errores, los efectos de la nulidad sobre los actos encadenados y la revisión
de oficio. A propósito de los recursos administrativos, se exploran temas como su dis-
tinción con el requerimiento entre Administraciones Públicas, el recurso de revisión
por documentos nuevos y la carga de recurrir frente a la desestimación presunta. Sobre
la eficacia de los actos administrativos, junto con los límites de la revisión de oficio o la
retroactividad de los dictados en sustitución de otros anulados, se aborda la problemática
de la notificación electrónica y la ejecutoriedad de los actos de acuerdo con el principio
de buena administración.

El último bloque del libro afronta cuestiones relevantes que conciernen a supuestos
singulares en las materias tributaria, urbanística, de empleo y de contratación pública.
Se tratan, entre otros, algunos puntos conflictivos relativos a la responsabilidad patri-
monial urbanística y sanitaria, las mesas de contratación y los procedimientos sanciona-
dor y de recaudación.

En todo caso, importa subrayar que, si bien estas líneas pueden servir para ofrecer
una idea aproximada de la temática de la obra, su contenido es muy diferente del que,
a primera vista, pudiera vislumbrarse. El lector encontrará mucho más en su interior.
Sin aspiración dogmática, la selección de los temas más conflictivos en la actualidad
administrativa y el enfoque práctico en su tratamiento hacen que se aleje de la clásica
exposición descriptiva de instituciones jurídicas para convertirse en un texto singular;
útil, como material de consulta, y sugerente en su lectura.

Como anticipaba más arriba, únicamente se contemplan las cuestiones que mayor
litigiosidad generan en la actualidad, en materia de procedimiento común y actos admi-
nistrativos. Su análisis toma como principal fuente de conocimiento y de solución de
conflictos la jurisprudencia del Tribunal Supremo, de acuerdo con la finalidad nomo-
filáctica que la vigente Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa, atribuye al recurso de casación. No se olvida el texto, por
supuesto, de la doctrina del Tribunal Constitucional, del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Ofrece, por tanto, un com-
pendio de Derecho vivo, que se aplica en la práctica actual para la resolución de los con-
flictos que conciernen a los ciudadanos y a las Administraciones Públicas.

La bondad de la obra deriva, lógicamente, del esfuerzo y mérito que es justo reco-
nocer a sus autores, todos ellos magistrados y magistradas especialistas de lo contencioso-
administrativo. Los conocimientos y la experiencia adquiridos en los tribunales de lo
contencioso-administrativo les sitúan en las mejores condiciones de proximidad con las
cuestiones que mayor litigiosidad presentan y con sus soluciones. A partir de aquí, la
aplicación y el cuidado puestos por ellos al examinar cada uno de los temas escogidos,

37Prólogo



han dado un resultado espléndido en esta singular obra colectiva que proporciona, con
todo rigor, una visión útil y práctica sobre el procedimiento administrativo.

El libro se dirige especialmente a profesionales del Derecho Administrativo y Tri-
butario, lo que comprende a los magistrados que sirven en este orden jurisdiccional, a
los abogados que actúan ante el mismo, así como a los funcionarios, técnicos y asesores
empleados por la Administración. Sin embargo, el texto también constituye un material
sugerente para los estudiosos del Derecho en general y resulta especialmente indicado
para todos aquellos que se quieran adentrar en el conocimiento del procedimiento
administrativo vivo en la actualidad española. La finalidad pedagógica se combina con
la práctica en esta obra que, de forma metódica y amena, ofrece constantes oportuni-
dades para reflexionar, aprender, comprender las críticas y, sobre todo, encontrar una
solución fundada en Derecho frente a conflictos reales.

Termino expresando mi agradecimiento a AMECA y a todos los que han hecho
posible la publicación de esta obra. Les felicito por ello y les animo a que continúen con
esa labor, contribuyendo así al mayor conocimiento y a la difusión del Derecho y de la
Justicia en España, valor superior de nuestro Ordenamiento Jurídico.

Sirvan estas palabras como testimonio de mi reconocimiento y apoyo al trabajo
desarrollado por los autores, en línea con el compromiso que he expresado con todos
los jueces y juezas, que desempeñan sus funciones con una dedicación y esmero ejem-
plares, trabajando sin descanso para la debida impartición de justicia.

Isabel Perelló Doménech

Presidenta del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial
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I. INACTIVIDAD. PRECISIONES CONCEPTUALES PREVIAS

La RAE define la inactividad como «carencia de actividad». Como sinónimos emplea
los términos de inacción, paro, pasividad, ocio, reposo. La jurisprudencia, por su parte,
emplea también como sinónimos los términos de desidia o dejadez.

La inactividad que a nosotros nos importa es la inactividad de la Administración; y,
por ser más precisos, la inactividad, entendida como falta de actuación, que produce (o
puede producir) consecuencias jurídicas.

Dentro de la inactividad debemos distinguir la inactividad formal (silencio admi-
nistrativo) de la inactividad material [clasificación de la que se hace eco, por ejemplo,
la STS de 4 de abril de 2024 (rec.303/2022)]; siendo lo relevante que la primera —la
formal— se produce en el marco de un procedimiento administrativo y, la segunda 
—la material—, al margen o extra muros de aquél. Dicho esto, es interesante el matiz
introducido por la STS de 20 de mayo de 2024 (rec.1372/2022) cuando, tras recordar,
primero, que «el procedimiento es, por tanto, una sucesión de trámites iniciados de oficio, o a
instancia de un interesado y que finaliza con una resolución, luego cabe sostener, a efectos del
artículo 24.1 de la Ley 39/2015, que si no hay un procedimiento no cabe hablar de silencio
administrativo, sea cual sea su sentido»; afirma, a continuación, lo siguiente: «que la inacti-
vidad formal en que consiste el silencio se concrete en la falta de resolución expresa no significa que
deba producirse en el curso de un procedimiento incoado formalmente, luego cabe cuando la solicitud
del interesado sólo ha merecido el asiento en un registro de entrada, sin incoarse el procedimiento
previsto y exigible».

Abundando en esta distinción entre una y otra figura, la STS de 3 de mayo de 2022
(rec.3479/2021) señala que en la inactividad material

Por agotar este primer apartado, cabe señalar que en la jurisprudencia también se
emplea el término de «inactividad formal normativa» para referirse, la mayor de las veces,
a la inactividad reglamentaria [en este sentido, pueden verse las SSTS de 18 julio 2023
(rec.265/2020), de 10 de diciembre de 2020 (rec.306/2019), o de 20 de marzo de 2019
(rec.691/2017)]; inactividad reglamentaria que tendría encaje, en principio, en art. 29.1

«ni hay obligación formal de la Administración de dictar resolución expresa, ni, por otra
parte, el ciudadano queda desprotegido en sus derechos dado que estos ya han sido reco-
nocidos».



II.

LJCA. Diferente de la inactividad reglamentaria es el concreto supuesto de la inactividad
legislativa, abordado incidentalmente por el Tribunal Supremo, y que ha dado lugar al
reciente ATS de 4 de diciembre de 2024 (rec.1824/2024), en el que se fija como cues-
tión de interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia la de determinar

De lo expuesto, cabe concluir, en línea con lo también señalado por el Tribunal
Supremo en múltiples sentencias, que no cabe trasladar —sin más— la doctrina
constitucional y jurisprudencial sobre el silencio administrativo (en particular, sobre
su régimen de impugnación en vía contencioso-administrativa) a los supuestos de
inactividad.

INACTIVIDAD FORMAL (O SILENCIO ADMINISTRATIVO): DESESTIMACIÓN PRESUNTA

El art. 21.1.I de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas («LPAC»)impone —como regla general— a
las Administraciones Públicas la obligación de dictar resolución expresa y de notificarla
en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación.

Los arts. 24 y 25 LPAC, por su parte, regulan las consecuencias de la falta de reso-
lución expresa en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado y de oficio,
respectivamente.

Veámoslos:
Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del

interesado.
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«si, dando por supuesto que el Gobierno de Navarra tenía obligación de presentar un
proyecto de ley a su Parlamento, cabe que se pueda reclamar jurisdiccionalmente contra el
incumplimiento de dicha obligación por la vía del recurso contra la inactividad».

«1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la
Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del
plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para enten-
derla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de
ley o una norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España
establezcan lo contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio,
la ley que disponga el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones
imperiosas de interés general.

El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de
petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como
consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al
servicio público, impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los
procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos
y disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando
el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una
solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución,
el órgano administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera
a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este apartado.



Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.

Un interesante recorrido por el marco normativo y jurisprudencial de la figura del
silencio administrativo lo encontramos en la STS de 16 de enero de 2015 (rec.
691/2013). Nos detendremos ahora en la doctrina jurisprudencial fijada con la regula-
ción del silencio de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (tras la reforma
operada por la Ley 4/1999), que es perfectamente trasladable, con algunos matices, a la
regulación vigente.

Dice la referida sentencia, en lo que ahora importa, lo siguiente:

293Inactividad y desestimación presunta: deslinde y respectiva pertinencia

2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto admi-
nistrativo finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos
efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-adminis-
trativo que resulte procedente.

3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se
sujetará al siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la pro-
ducción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.

b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al
vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante
la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen
efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa
sin que la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba
admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá
de oficio por el órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo
máximo para resolver el procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en
cualquier momento, computándose el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que
la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para
resolver».

«1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que
se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la
obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos:

a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la
constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido
podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.

b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general,
de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad.
En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los
efectos previstos en el artículo 95.

2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al
interesado, se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución».

«c) El silencio administrativo en la LRJ y PAC (tras la modificación de la Ley 4/1999).
Ciertamente, la nueva regulación instaura un régimen similar al existente en la LPA,

por lo menos en sus principios básicos inspiradores. De este modo,



En palabras de la STS de 30 de junio de 2009 (rec.511/2007), que a su vez acoge
la doctrina expuesta en la STS de 21 de mayo de 2009 (rec.5283/2006):
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1.º) El silencio negativo deja de configurarse como un acto administrativo y pasa a ser,
como era en el año 1958, una ficción a efectos procesales.

Y, como lógico corolario de lo anterior, se establece, en este caso, la obligación de dictar
resolución expresa sin ninguna limitación temporal suprimiéndose, por tanto, la prohibición
de dictarla, que venía originariamente contenida en la LRJ-PAC, cuando se había emitido
la conocida "certificación de actos presuntos" (art. 42.1 en relación con el art. 43.3). Además,
para este supuesto, se dice expresamente que "la resolución expresa posterior al vencimiento
del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio",
lo cual es plenamente lógico y coherente si se tiene en cuenta que, al suponer el silencio
negativo la denegación presunta de la petición inicial del interesado, tal resolución expresa
posterior contraria supone la revocación de un acto de gravamen cuya licitud no cabe discutir
por el tenor literal del art. 105.1 de la LRJ PAC como ya había tenido ocasión de declarar
el Tribunal Supremo en la STS de 30 ene. 1997.

2.º) Por el contrario, el silencio positivo se continúa configurando como un verdadero
acto administrativo, como un acto declarativo de derechos para el interesado, según resulta
sin ninguna duda del art. 43.3 párrafo primero que dice. De ahí que el apartado 4.º del mismo
precepto señale, en lógica coherencia con lo postulado, que "en los casos de estimación por
silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá
dictarse de ser confirmatoria del mismo" [letra a)].

3.º) Sin embargo, siendo los principios básicos inspiradores de la materia del silencio en
la nueva redacción de la LRJ-PAC y en la antigua LPA los mismos, también existen sus-
tanciales diferencias entre uno y otro régimen. Así:

— Mientras en la LPA se requería para la producción del silencio la "denuncia de mora",
en el nuevo régimen sólo es necesario el vencimiento del plazo para resolver sin haberse
notificado la resolución expresa (art. 43.1 y 5) no teniendo la "certificación" otra finalidad
que ser un medio de prueba del silencio ya producido (apartado 5.º). Con ello, ciertamente,
termina la polémica doctrinal a que se ha hecho referencia al tratar del tema en la redacción
originaria de la LRJ-PAC.

— Y, por otra parte, en el nuevo régimen, frente al existente en la LPA, se consagra
como regla general el silencio positivo continuando, de este modo, con el sistema instaurado
primitivamente en la LRJ-PAC pero, a diferencia de este último y para evitar el "caos"
normativo que se había producido en las normativas de adecuación promulgadas por las
distintas Administraciones Públicas, se exige que una norma con rango de ley o una norma
de Derecho Comunitario Europeo establezca el silencio negativo (art. 43.1)».

«Debe señalarse, en primer lugar, que el silencio administrativo no es, como aparente-
mente viene a considerar la Administración recurrente, una forma regular de denegación
tácita de las solicitudes de cualquier tipo que se dirigen a la Administración. Antes bien, por
su propia naturaleza, el silencio administrativo supone la infracción del deber de respuesta
que obliga a las Administraciones Públicas, expresamente recogido hoy en el artículo 42 de
la citada Ley procedimental, que obliga a la Administración "a dictar resolución expresa en
todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma de iniciación" (apartado
1). Por el contrario y como es bien sabido, la denegación presunta por silencio administrativo
es una ficción jurídica creada en beneficio del ciudadano para permitirle acceder a la juris-
dicción ante la inactividad de la Administración que, en todo caso, sigue estando obligada
a dictar resolución expresa. (...)».



I. INTRODUCCIÓN: LA REGULACIÓN ACTUAL DE LA CADUCIDAD EN EL

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

La caducidad es uno de los efectos que el paso del tiempo produce en los procedi-
mientos administrativos, de modo que en aquellos procedimientos iniciados de oficio
en los que la Administración ejercita potestades de intervención, la falta de resolución
expresa en el plazo legalmente establecido, determina la caducidad; y en los procedi-
mientos iniciados a solicitud del interesado, la caducidad puede producirse cuando el
procedimiento se paraliza por causa imputable al mismo.

El artículo 21. 1.º Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas (LPAC) determina la obligación de la Admi-
nistración de dictar resolución expresa y notificarla en todos los procedimientos, cual-
quiera que sea su forma de iniciación; consistiendo esa resolución, en caso de caducidad,
en la declaración de esta circunstancia, con indicación de los hechos producidos y las
normas aplicables. Asimismo, la resolución que declare la caducidad del procedimiento
deberá acordar el archivo de las actuaciones (art. 95. 1.º LPAC).

La caducidad de los procedimientos iniciados de oficio se recoge en el artículo 25.1.
b) LPAC, a tenor del cual: «En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de
gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará
el archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 95».

Y a la caducidad en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado se refiere
el propio artículo 95. 1.º LPAC al disponer: «En los procedimientos iniciados a solicitud del
interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración
le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. Consumido
este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la trami-
tación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado.
Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes».

La declaración de caducidad constituye, pues, un supuesto de terminación del pro-
cedimiento (art. 84 LPAC), regulándose sus efectos en el artículo 95. 3.º LPAC al señalar
que «La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la
Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción».



II.

Este artículo 95 recoge expresamente la posibilidad, que no se preveía en la Ley
30/1992, de incorporar a un nuevo procedimiento, cuando sea posible su iniciación
por no haberse producido la prescripción, los actos y trámites cuyo contenido se hubiera
mantenido igual de no haberse producido la caducidad. Si bien, en todo caso, en el
nuevo procedimiento deben cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición
de prueba y audiencia al interesado.

Por otro lado, su apartado 4 permite no aplicar la caducidad cuando la cuestión
suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y
esclarecimiento.

Esta posibilidad de excluir la caducidad por interés general o conveniencia rige,
según la última jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS de 14 de marzo de 2024,
rec.5572/2022), tanto en los procedimientos iniciados a instancia del interesado como
a los iniciados de oficio, siendo aplicable, en concreto, a los procedimientos de revisión
de oficio de disposiciones y actos nulos de pleno derecho.

FUNDAMENTO Y NATURALEZA DE LA INSTITUCIÓN DE LA CADUCIDAD EN LOS

PROCEDIMIENTOS INICIADOS DE OFICIO

La doctrina del Tribunal Supremo sobre la institución de la caducidad en los pro-
cedimientos iniciados de oficio, plasmada, entre otras, en las SSTS de 19 de marzo de
2018 (rec.2054/2017 y rec.2412/2015), 12 de marzo de 2019 (rec.676/2018) y 15 de
enero de 2025 (rec.4909/2021) permite calificarla como un límite al ejercicio de las
potestades de intervención de la Administración cuya finalidad es garantizar la seguridad
jurídica mediante el establecimiento de un plazo máximo marcado por la ley en el que
tiene que resolverse el procedimiento mediante una resolución expresa, evitando así
una prolongación indefinida del mismo.

El incumplimiento del plazo fijado conlleva como consecuencia jurídica la caduci-
dad del procedimiento y su consiguiente terminación, con archivo de las actuaciones,
si bien ello no impide la apertura de nuevo expediente sobre el mismo objeto, siempre
que no haya transcurrido el plazo de prescripción.

La caducidad penaliza, en definitiva, la falta de diligencia de la Administración en
el cumplimiento de los plazos legalmente establecidos para tramitar y resolver.

La esencia de la caducidad es que el procedimiento queda inhabilitado como cauce
adecuado en el que poder dictar una resolución válida sobre el fondo, pues ese proce-
dimiento «debía considerarse extinguido, y consecuentemente nula la resolución administrativa
recurrida» (STS, Sala 3.ª, Sección 7.ª de 24 de septiembre de 2008, rec.4455/2004), o
como se sostiene en la STS, Sala 3.ª, Sección 5.ª de 3 de febrero de 2010, rec.4709/2005,
la obligación impuesta en una resolución administrativa dictada en un procedimiento
caducado «ha perdido su soporte procedimental, y, por tanto, también, su validez y eficacia»; la
STS, Sala 3.ª, Sección 3.ª de 10 de enero de 2017, rec.1943/2016, considera que «el
procedimiento caducado se hace inexistente».

En consecuencia, en un procedimiento extinguido e inexistente no es posible dictar
una resolución de fondo válida, salvo aquella que tenga como único objeto declarar la
caducidad del procedimiento. Y si Administración, pese al transcurso del plazo de cadu-
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cidad, no la aprecia de oficio será el afectado el que deba ejercer las acciones destinadas
a obtener una declaración de caducidad, pero, una vez declarada, la solución no puede
ser otra que la nulidad de la resolución de fondo dictada en dicho procedimiento.

Se ha debatido ampliamente sobre la clase de vicio de que adolece la resolución
dictada en un procedimiento en el que ha transcurrido el plazo máximo para resolver.
Esto es, si se trata de un vicio de nulidad o de anulabilidad.

El artículo 47.1.º Ley 39/2015 no recoge la caducidad entre las causas tasadas de
nulidad de pleno derecho. No obstante, del criterio que emana de las sentencias antes
citadas parece desprenderse que la caducidad del procedimiento por causa imputable a
la Administración es un vicio de nulidad de pleno derecho que podría encuadrarse en
la letra f) «Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legal-
mente establecido», pues como señala la STS, Sala 3.ª, Sección 7.ª de 24 de septiembre
de 2008 (rec.4455/2004):

En este mismo sentido, se declara por sendas SSTS de 19 de marzo de 2018 (rec.
2054/2017 y rec.2412/2015 que,

Sin embargo, otras sentencias parecen dar a entender que se trata de un vicio de
anulabilidad. Así, las SSTS, de 4 de julio de 2013 (rec.501/2012) y 16 de julio de 2013
(rec.499/2012), habían considerado en lo que concierne a la alegación de caducidad del
expediente sancionador, que la invocación de esta causa de impugnación no justifica la
apertura del procedimiento de revisión de los actos administrativos nulos de pleno
derecho, por cuanto,

También la más reciente STS de 15 de enero de 2025, rec.4909/2021, cuando
afirma que, una vez constatado que se había superado el plazo máximo para dictar y
notificar la resolución expresa, la Sala:

503La necesidad de una declaración expresa de caducidad para iniciar un nuevo ...

«(...) si pese a haber caducado el procedimiento disciplinario, se dicta una resolución
sancionadora, no es que tal acto administrativo haya sido realizado fuera del tiempo esta-
blecido para él, en los términos que dispone el artículo 63.3 de la misma Ley 30/1992, de
26 de noviembre, sino que se ha impuesto la sanción sin que exista procedimiento previo,
pues el existente había ya finalizado de otra manera».

«(...) los actos y resoluciones administrativas han de dictarse en un procedimiento válido,
ello constituye una exigencia básica de nuestro ordenamiento administrativo que se plasma
en numerosos preceptos (art. 53 de la LRJPAC) llegándose a sancionar con la nulidad de
pleno derecho los actos dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento
establecido (art. 62.1.e) de la LRJPAC). De modo que el procedimiento ha devenido invá-
lido e inexistente como consecuencia de su caducidad, ha dejado de ser un cauce adecuado
para dictar una resolución administrativa válida que decida sobre el fondo, por lo que la
Administración está obligada a reiniciar uno nuevo».

«(...) no resulta manifiesto que concurra en el actuar administrativo el presupuesto de
lesión de los derechos y libertades o el de prescindencia total y absoluta del procedimiento
legalmente establecido a que alude el artículo 62.1 a) y e) del referido texto legal».

«(...) no podía dictar un fallo estimatorio parcial de las pretensiones deducidas por las
entidades recurrentes contra las resoluciones del Departamento de salud del Gobierno Vasco,



III.

Esta misma sentencia califica la caducidad como «un vicio formal» que, en el caso de
que se aprecie, determinaría «un pronunciamiento anulatorio de la resolución adminis-
trativa recurrida».

LA DECLARACIÓN DE CADUCIDAD COMO PRESUPUESTO NECESARIO PARA INICIAR

UN NUEVO PROCEDIMIENTO

El artículo 84.1.º LPAC no contempla «la caducidad» como una forma de termi-
nación del procedimiento, sino la «declaración de caducidad»: «Pondrán fin al proce-
dimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la soli-
citud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración
de caducidad...».

Pues bien, la cuestión que es objeto de controversia es si la caducidad provoca la
terminación del procedimiento por el mero transcurso del tiempo, o es necesaria una
resolución expresa que así lo declare antes de iniciar un nuevo procedimiento dentro
del plazo de prescripción.

La jurisprudencia unánime del Tribunal Supremo ha venido considerando que,
si bien la caducidad se produce por el transcurso del tiempo, la terminación del
procedimiento requiere, formalmente, la correspondiente resolución que lo declare
de manera expresa, pues la Administración puede incluso, pese a concurrir el pre-
supuesto de hecho, que es objetivo, rechazarla en supuestos excepcionales (artículo
95.4.º LPAC).

Por ello, en tanto no se haya dictado la resolución expresa declarando la terminación
del procedimiento por caducidad, el procedimiento en que se ejerciten potestades de
gravamen, ha de considerarse vigente, por más que hubiese transcurrido el plazo de
caducidad, porque no es el mero transcurso del plazo el que genera la terminación del
procedimiento —será su presupuesto—, sino la resolución que así lo ordena.

No obstante, parece existir dos interpretaciones divergentes en lo relativo a la posi-
bilidad de iniciar un nuevo procedimiento con el mismo objeto cuando el anterior no
ha finalizado con una declaración expresa de caducidad, que se pone de manifiesto en
varias sentencias de las Secciones 3.ª y 5.ª de la Sala Tercera del Tribunal Supremo,
respectivamente. Veamos.

Las SSTS de 22 de octubre de 2020 (rec.4279/2019) y 19 de noviembre de 2020
(rec.5529/2019) —dictadas en materia de reintegro de subvenciones— consideraron
que, transcurrido el plazo máximo para resolver el procedimiento de reintegro, previsto
en el artículo 42.4 de la LGS, la omisión de la declaración de la caducidad y de la orden
de archivo de las actuaciones no invalida la incoación de un nuevo procedimiento de
reintegro, si no ha transcurrido el plazo de prescripción del derecho de la Administración
para exigir el reintegro. Ello sin perjuicio de la obligación legal que recae sobre la
Administración de resolver de forma expresa los procedimientos.
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que supusiera eludir el pronunciamiento debido de declaración de anulabilidad de tales
resoluciones, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas».



E l procedimiento administrativo ha acompañado a la Administración des-
de sus mismos orígenes como cauce para expresar su voluntad o para 
acertar en la eficacia y legalidad de la actuación pública.

Son numerosas las obras académicas que han abordado las distintas vertien-
tes, fases e implicaciones de los procedimientos administrativos, y sin embar-
go se revela una obra siempre inacabada, porque el rompecabezas adminis-
trativo sufre incesante recambio legislativo de piezas y mutación de colores 
jurisprudenciales.

Para colmar en la medida de lo posible con criterios jurisprudenciales y desde 
la sana reflexión jurídica, se ofrece esta obra realizada por un nutrido grupo 
de magistrados especialistas de lo contencioso-administrativo, que por sus 
inquietudes y responsabilidades profesionales, han tenido que lidiar y solven-
tar las lagunas, aristas y consecuencias del procedimiento, o de las inciden-
cias de sus trámites.

Nace así esta obra con una vocación eminentemente práctica, mediante tra-
bajos puntuales con rigor jurídico y referencia jurisprudencial, y por la que tran-
sitan los principios generales del procedimiento, sus elementos subjetivos y 
objetivos, la problemática probatoria, las vertientes formales y temporales, 
y como no, las sempiternas cuestiones de la validez y eficacia de los actos 
nacidos tras el procedimiento y según los requerimientos de éste. Finalmente 
se abordan de forma sintética y clara la jurisprudencia recaída en materia de 
diversos procedimientos administrativos sectoriales.

En definitiva, soluciones jurisprudenciales frente a la fría norma. Esta frase 
resumiría el eje de esta obra, que se revela indispensable para letrados públi-
cos, abogados y magistrados.




